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No dándose en el expediente las anteriores circunstancias 
apreciadas por la instrucción, no ha lugar tampoco a esta ale-
gación.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Juan 
Ajuria Cordero, en representación de Arles Sevilla, S.L., con-
tra la Resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Málaga, de fecha referenciada, en consecuencia 
mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese a la interesada con indicación de los recur-
sos que procedan. El Secretario General Técnico (por Decreto 
199/2004). El Dtor. Gral. de Espectáculos Públicos y Juego. 
Fdo.: José Antonio Soriano Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes Órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 27 de agosto de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 27 de agosto de 2007, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por don Simón Walker, en nom-
bre y representación de Holiday Internacional Spanish 
Estates, S.L., contra otra dictada por el Delegado del 
Gobierno de Málaga, recaída en el expediente 29-
001117-05-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Simón Walker, en nombre y representación de Holiday Inter-
nacional Spanish Estates, S.L., de la resolución adoptada por 
el Secretario General Técnico, al recurso administrativo inter-
puesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 2 de julio de 2007.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Málaga dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 6.600 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por los siguientes hechos:

- Los folletos publicitarios se encuentran sólo en inglés.
- Obstrucción a la inspección.

- Carecer de libro de quejas y reclamaciones, y cartel 
anunciador de las mismas.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Falta de motivación de la sanción de los hechos.
- Infracción al art. 51.2 de la Ley 13/2003: los inspecto-

res no se identificaron con su nombre y apellidos.
- Ratificación de anteriores alegaciones.
- Respecto al folleto en inglés: no hay infracción, ya que 

según los arts. 17.1 y 17.2 de la citada Ley, dicha información 
del folleto que incluye superficie, precios, plano de situación y 
especificaciones cumple con las obligaciones legales.

- Respecto a la sanción de obstrucción: no hay infracción, 
como se observa de la redacción del acta de inspección. Ade-
más la empleada sólo habla inglés, no comprendiendo lo que 
los inspectores decían.

- Respecto a la última imputación: que debía ser sancio-
nada con amonestación, por la atenuante del idioma.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de ju-
nio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a 
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en 
adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de 
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre Reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. Conviene recordar que la jurisprudencia consti-
tucional fundamenta el deber de motivación de las resolucio-
nes administrativas en el principio de tutela judicial efectiva 
(art. 24 de la CE), tanto para evitar la arbitrariedad de la Ad-
ministración como para evitar la indefensión del administrado 
(SSTC 232/1992, 154/1995, 88/1998), lo que no obliga a 
un razonamiento estricto y pormenorizado de todos los as-
pectos de la cuestión, siempre que el administrado pueda 
llegar a conocer los criterios fundamentales de la decisión, 
constatándose que el Tribunal Constitucional ha legitimado la 
legalidad de resoluciones escuetas, concisas, de motivación 
por remisión y aun de resoluciones seriadas (SSTC 174/1987, 
69/1988, 150/1988).

La sentencia del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 
1981 declara que “cuando se coarta el libre ejercicio de los 
derechos (o la plasmación expansiva total de las expectativas) 
la decisión es tan grave que necesita encontrar una especial 
causalización, y el hecho o conjunto de hechos que lo justi-
fiquen deben explicitarse, con el fin de que los destinatarios 
conozcan las razones por las cuales su derecho se sacrificó 
(o su expectativa no se materializó en todo o en parte) y los 
intereses que se supeditó; de este modo, la motivación no es 
sólo una elemental cortesía, sino un riguroso requisito del acto 
de sacrificio, es decir, no sólo es un requisito formal, sino tam-
bién, esencialmente, de fondo”.

En la Resolución (77) 31 del Comité de Ministros del Con-
sejo de Europa, de 27 de septiembre de 1977, se recomendó 
que en la legislación de los países europeos se recogiese el 
principio de que «cuando un acto administrativo es suscepti-
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ble de afectar a los derechos, libertades e intereses, el admi-
nistrado deberá ser informado de los motivos sobre los que 
se funda». En esta línea Sentencias del Tribunal Supremo de 
9.7.94, 2.3.89, 30.11.91, 23.12.91, 13.4.94, 27.6.94, 12.04.95, 
8.6.95, 12.7.95, 18.10.95, 2.2.96, 8.2.96 y 23.5.96.

El artículo 138.1 de la Ley 30/1992 establece que “la re-
solución que ponga fin al procedimiento habrá de ser motivada 
y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente”, 
y el art. 54.1 de la misma Ley habla respecto de la motiva-
ción de “sucinta referencia a los hechos y fundamentos de 
derecho”; deber que, según se desprende del expediente ad-
ministrativo, ha sido cumplido. Analizadas tanto la propuesta 
de resolución como la resolución impugnada no se observa 
incumplimiento del citado precepto.

Tercero. Prácticamente todas las alegaciones de la recu-
rrente giran en torno al idioma, pues bien, el artículo 3 de la 
Constitución Española dice:

“1. El castellano es la lengua española oficial del Estado 
(...)”.

Pues bien, ello implica que toda información que afecte 
a los consumidores debe estar redactada, al menos, en cas-
tellano.

De otra parte, no se observa incorrección invalidante en 
el acta de inspección, y al respecto el art. 137.3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común dispone que “los hechos constatados por funcionarios 
a los que se reconoce la condición de autoridad, y que se for-
malicen en documento público observando los requisitos le-
gales pertinentes tendrán valor probatorio sin perjuicio de las 
pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intere-
ses puedan señalar o aportar los propios administrados”. 

De otra parte el Tribunal Supremo en su Sentencia de fe-
cha 23 abril 1994 tiene manifestado que:

“Según jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo 
(Sentencias de 14 de mayo y 24 de noviembre de 1984 y 28 
de enero, 12 de febrero y 4 de junio de 1986) y del Tribunal 
Constitucional (sentencia de 8 de junio de 1981) principios 
inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos 
matices, al derecho administrativo sancionador, dado que am-
bos son manifestaciones del ordenamiento punitivo y del «ius 
puniendi» del Estado y de las demás Administraciones Públi-
cas, de tal modo que los principios esenciales reflejados en 
los arts. 24 y 25 de la Constitución han de ser transvasados 
a la actividad sancionadora de la Administración en la medida 
necesaria para preservar los valores fundamentales que se 
encuentran en la base de los mentados preceptos y alcanzar 
la seguridad jurídica preconizada en el art. 9 del mismo texto 
y, entre dichos principios, ha de destacarse el de presunción 
de inocencia, recogido en el art. 24 de la Constitución, que, 
configurado como una presunción ‘iuris tantum’, susceptible, 
como tal, de ser desvirtuada por prueba en contrario, consti-
tuye un verdadero derecho fundamental, inserto en la parte 
dogmática de la Constitución, que vincula a todos los poderes 
públicos (art. 53 del Texto Constitucional) y, esencialmente, a 
la Administración, con más razón cuando ejercita su potestad 
sancionadora. Por otra parte, esta actividad sancionadora de 
la Administración está también sometida al principio de lega-
lidad que debe informar toda la actividad administrativa. Es 
decir, el derecho administrativo sancionador está sujeto a dos 
presunciones, de un lado, a la de inocencia y, de otro, a la 
de legalidad de la actuación administrativa, concreción de la 
cual es la presunción de veracidad recogida en el art. 17.3 
del Real Decreto 1945/1983, de 22 junio, que regula las in-
fracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor 
y en la producción agroalimentaria, el cual dispone que ‘los 

hechos que figuren recogidos en las actas de inspección se 
presumirán ciertos, salvo que del conjunto de las pruebas que 
se practiquen resulte concluyente lo contrario’. Es decir, el ar-
tículo transcrito se limita a alterar la carga de la prueba de tal 
manera que es el administrado sujeto al expediente sancio-
nador a quien corresponde probar la falta de certeza de los 
hechos que el Inspector ha constatado en el acta y que han 
sido percibidos por él de forma directa”.

O como la Sentencia núm. 495/1996 del Tribunal Supe-
rior de Justicia Baleares (Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo), de 18 septiembre, recaída en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 1500/1994, puso de manifiesto: “El Acta es 
documento público autorizado por empleado público compe-
tente que hace prueba del hecho que motiva su otorgamiento 
y de la fecha del mismo -arts. 1216 y 1218 del Código Civil. 

Por tanto el Acta es un medio de prueba más, pero no 
goza de presunción de certeza o veracidad. Así resulta de lo 
previsto en el art. 137.3 de la Ley 30/1992 de tal modo que la 
Administración no queda relevada de la obligación de aportar 
el correspondiente material probatorio de cargo. No siendo el 
Acta medio de prueba preferente, cabe que prevalezca contra 
ella cualquier otra prueba.

De las Actas originadoras del expediente administrativo, 
levantadas a presencia de la actora y de las que recibió copia, 
destacan las infracciones e irregularidades detectadas, sin 
que contra las mismas la recurrente haya practicado prueba 
alguna, por lo que resulta claro que el principio de presun-
ción de inocencia fue destruido por las Actas mencionadas. 
En consecuencia procede la desestimación del recurso habida 
cuenta la perfecta adecuación a derecho de las resoluciones 
recurridas”.

O como el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 
2 de Córdoba ha tenido ocasión de pronunciar, en el recurso 
núm. 689/04: “(...) Así pues entra en juego la inversión de 
carga de la prueba que exige al afectado por el acta demos-
trar la inexactitud de la misma (sentencia de 20 y 24 de abril 
de 1992, 17 de abril y 19 de junio de 1998), ya que «el acta 
constituye por sí misma un documento de valor probatorio pri-
vilegiado por expresa disposición legal, cuando ha sido válida-
mente emitida» sentencia de 25 de marzo de 1992. 

En el presente caso los datos que obran en el expediente 
administrativo (...) hacen desaparecer la presunción de inocen-
cia, estando pormenorizada en cuanto a los datos que refleja”.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don 
Simón Walker, en representación de Holiday Internacional 
Spanish Estates, S.L., contra la resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael
Cantueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 27 de agosto de 2007.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 


